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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA No. 3 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES 

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 
Pereira, veintitrés (23) de mayo de dos mil catorce (2014)

Aprobado por Acta No. 212
Hora: 5:00 p.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por Luis Alberto Donoso Rincón, representante judicial de UARIV, en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Funciones de Conocimiento.

2. ANTECEDENTES
2.1 El señor Luis Mariano Montoya Rueda interpuso acción de tutela en contra de la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación de Víctimas, por considerar vulnerado su derecho fundamental de petición. El supuesto fáctico de la demanda es el siguiente: 
· Los días  19 de febrero y 4 de marzo del año en curso radicó derechos de petición ante la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación de Víctimas.  Sin embargo, a la fecha de la interposición de la presente acción de tutela no ha recibido respuesta alguna por parte de la UARIV. 
2.2 Solicita que se ordene a la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación de Víctimas que en el término de 48 horas dé respuesta a los derechos de petición instaurados ante dicha entidad.
2.3 Al escrito de tutela anexó copia de dos derechos de petición con fechas de recibido el 19 de febrero y el  4 de marzo 2014.

2.4 Mediante auto del 27 de marzo de 2014 Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes avocó el conocimiento de la acción de tutela, y ordenó correr traslado de la demanda a la entidad accionada. 
3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1 Unidad  Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas 
El representante judicial de la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas dio respuesta al amparo de tutela en los siguientes términos:
· En ningún momento esa entidad ha vulnerado o puesto en riesgo los derechos fundamentales del actor. 

· El accionante se encuentra incluido en el registro único de victimas –RUV- desde el 19 de febrero de 2008.
· Hizo referencia a la conformación del grupo familiar del señor Luis Marino Montoya Rueda y dio a conocer las diferentes asistencias humanitarias que le han sido otorgadas al tutelante. 

· El día 16 de julio de 2008 el demandante recibió de Comfamiliar la suma de $1.700.000 por concepto de incentivo económico con el fin de que iniciara un proyecto productivo a través del cual generara ingresos para su autosostenimiento. 
· De conformidad con lo consagrado en el artículo 62 de la ley 48 de 2011 la atención humanitaria se presenta en las siguientes etapas: i) atención humanitaria de urgencia inmediata; ii) atención humanitaria de emergencia; y iii) atención humanitaria de transición.

· Al actor le fue asignado el turno de atención 3D193184 el día 13 de julio de 2013 y el mismo se encuentra pendiente de giro. 
· Respecto a la priorización de turno de atención se informa que esto depende de la programación presupuestal de unos escasos recursos que se distribuyen atendiendo a los principios jurisprudenciales y legales que enmarcan la entrega de dicho componente y la distribución de este dentro de la población desplazada teniendo en cuenta los grados de vulnerabilidad, en ese sentido es difícil para la UARIV dar una fecha puntual a cada derecho de petición que se radica en esa entidad, pero teniendo en cuenta el registro histórico de pagos realizados por la entidad cada mes, se puede establecer que se girarán los recursos al banco en cinco meses, para su correspondiente cobro. 
· La programación de la prórroga de la ayuda humanitaria se debe realizar de conformidad con los principios a la igualdad y a la equidad, y de acuerdo al orden cronológico establecido por la UARIV según la fecha de la solicitud elevada. 
· La Corte  Constitucional ha sido enfática en señalar que se presenta clara vulneración a la igualdad, cuando a través de la acción de tutela se pretende el desconocimiento de los turnos asignados para otorgar  ayudas humanitarias o dar respuestas a las peticiones elevadas. 
· Desde el momento en el que la entidad recibe la solicitud verbal o escrita de la prórroga en la atención humanitaria, se verifica el estado de vulnerabilidad del peticionario. 
· En el caso del señor Montoya Rueda se surtió el proceso de caracterización y se le asignó el turno correspondiente de atención al núcleo familiar del actor para reclamar la prórroga de la ayuda humanitaria. 

· El subsidio de vivienda de interés social urbana es un recurso que se entrega en dinero o en especie a las personas en situación de desplazamiento por una sola vez, para que puedan adquirir una morada nueva, usada, construir en sitio propio o mejorar su lugar de residencia.
· La entidad encargada de asignar los subsidios de vivienda es el Fondo Nacional de Vivienda –, atendiendo los procedimientos dispuestos para tal fin. La persona que pretenda acceder a dicho beneficio, deberá postularse ante las cajas de compensación familiar previo cumplimiento de los requisitos mínimos legales, con el objeto de que Fonvivienda proceda a calificar, asignar y efectuar el pago del beneficio en estricto orden de calificación. 
· Solicita que se integre de manera adecuada el contradictorio, y en consecuencia se vincule a todas aquellas entidades públicas y privadas que dentro del marco de su competencia legales y constitucionales tengan a su cargo la formulación de planes, programas, proyectos y acciones específicas tendientes a la atención y reparación integral de las víctimas. 
· Transcribió el artículo 155 del Decreto 4800 de 2011 referente al régimen de transición de indemnización por vía administrativa anteriores a la expedición de esa misma norma, e indicó que de conformidad con lo previsto en esa norma y en el artículo 14 del Decreto 1290 de 2008, la UARIV cuenta con un término de diez años para realizar el pago de la indemnización por vía administrativa, respetando en todo caso el orden de los turnos. Sin embargo, se debe tener en cuenta que dentro del universo de las víctimas de desplazamiento es necesario priorizar los casos según cada situación. 
· El señor Luis Mariano Montoya Rueda presentó una solicitud tendiente a obtener la reparación administrativa por parte del Estado, y requiere que a través del presente amparo de tutela se haga efectivo tal beneficio. 
· Si bien es cierto que con la indemnización pretendida el accionante sufragará la manutención de sus hijos, para su entrega se requiere que exista un perjuicio irremediable, lo que equivale a una gran intensidad en el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de las personas, de manera que la acción de tutela se torne impostergable  en aras de restablecer los derechos fundamentales vulnerados. 

· Dio a conocer los seis criterios de priorización para la aplicación de la gradualidad y la progresividad consagrados en la ley de víctimas.   

· Teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 22 del decreto 2591 y en lo aludido por la Corte Constitucional en sentencia T-187 de 2009, el accionante debe demostrar si se encuentra dentro de alguno de los criterios de priorización definidos en la resolución Nro. 0223 de 2013.
· El pago de cualquier subsidio o prestación económica no puede ser garantizada a partir de la instrumentación de la acción de tutela ya que el juez no puede invadir órbitas que no le han sido atribuidas por la Constitución y la ley.

· Pidió que se negaran las peticiones del escrito de tutela, en razón a que esta entidad ha realizado dentro de su competencia las gestiones necesarias para cumplir los mandatos legales y constitucionales, para evitar vulneración o riesgo en los derechos fundamentales del accionante.
4. DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA 

En sentencia del 8 de abril de 2014 el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento resolvió: i) tutelar el derecho fundamental de petición al señor Luis Mariano Montoya Rueda; y ii) ordenar a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas que en el término de 48 horas, dé respuesta de fondo, clara, precisa y congruente con lo solicitado en los escritos presentados por el actor el 31 de enero y 21 de febrero del 2014, que se deben ajustar a lo dispuesto en los artículos 66 y 67 del Decreto 1437 de 2011 (sic).
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

5.1 El apoderado judicial de la Unidad Administrativa Especial Para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, presentó escrito de impugnación al fallo de tutela en los siguientes términos: 
· El señor Luis Mariano Montoya Rueda pretende priorizar la entrega de su ayuda humanitaria, pero la misma depende de la programación presupuestal de unos escasos recursos que se distribuyen atendiendo los principios jurisprudenciales y legales que enmarcan la entrega de dicho componente, y la división de tales recursos dentro de la población desplazada se hace de conformidad con los diferentes grados de vulnerabilidad.
· La programación de la prórroga de la ayuda humanitaria se debe realizar de conformidad con los principios de la igualdad y equidad, y de acuerdo al orden cronológico estableado por la UARIV según las fecha de la solicitud elevada. 

· La Corte  Constitucional ha sido enfática en señalar que se presenta una clara vulneración a la igualdad, cuando a través de la acción de tutela se pretende el desconocimiento de los turnos asignados para otorgar  ayudas humanitarias o dar respuestas a las peticiones elevadas. 

· En el caso del señor Montoya Rueda se surtió el proceso de caracterización y se le asignó el turno correspondiente de atención al núcleo familiar del actor para reclamar la prórroga de la ayuda humanitaria. 
· La acción de tutela debió ser notificada a Fonvivienda de conformidad con lo previsto en el artículo 51 y 83 del Código de Procedimiento Civil. 
· Cuando en la decisión que se va a tomar en el fallo de tutela se pueden ver afectadas personas diferentes al demandado, corresponde al juez integrar el litisconsircio necesario, y citarlas para que comparezcan a la causa. 

· El Juzgado Primero Laboral del Circuito (sic) no convocó a la presente acción de tutela a Fonvivienda, entidad competente respecto al tema del subsidio de vivienda, situación que configura la causal de nulidad contenida en el numeral 9º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil. 

· Hizo referencia al término de diez años con el cual cuenta esa entidad para realizar el proceso de las indemnizaciones administrativas, y a los criterios de priorización para la entrega de dichos recursos. 

· La acción de tutela es improcedente para obtener el pago de la indemnización administrativa.  

· El pago de cualquier subsidio o prestación económica no puede ser garantizada a partir de la instrumentación de la acción de tutela ya que el juez no puede invadir órbitas que no le han sido atribuidas por la Constitución y la ley.

· Solicitó que se revocara el fallo de primera instancia.
· Anexó copia de los oficios Nro. 20147205729771 del 4 de abril de 2014 y Nro. 20147205791171 del 7 de abril de 2014 dirigidos al señor Luis Mariano Montoya Rueda. 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1 Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales al tutelar los derechos fundamentales invocados por la accionante. 

6.2 Sobre el derecho de petición

El derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La  petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 
Respecto al derecho de petición de los desplazados, la Corte Constitucional en sentencia T-192 de 2013 expuso que: 

“El artículo 23 de la Constitución Política otorga el derecho a la persona de "presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución". De acuerdo con esta definición, puede decirse que "[e]l núcleo esencial del derecho de petición reside en la [obtención de una] resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido" Unido a lo anterior, es necesario resaltar que no con cualquier comunicación devuelta al peticionario puede considerarse satisfecho su derecho de petición: una verdadera respuesta, si bien no tiene que ser siempre favorable a las pretensiones del peticionario, sí debe cumplir con los  requisitos de ser oportuna, resolver de fondo lo solicitado de manera clara, precisa y congruente, además de ser puesta en conocimiento del peticionario. Igualmente, el derecho de petición, sirve de instrumento que posibilita el ejercicio de otros derechos fundamentales, como por ejemplo en el caso de las personas en situación de desplazamiento, que a través de la petición buscan obtener alguna ayuda económica o subsidio que los ayude a mejorar su precaria situación. Así, puede decirse que "[e]l derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión", entre otros; o incluso los derechos fundamentales de la población desplazada.”
El tema de la población desplazada en Colombia ha sido debatido ampliamente por el Tribunal Constitucional, por la especial protección de que gozan quienes padecen este flagelo, como consecuencia de la condición de marginalidad y extrema vulnerabilidad. En este sentido la sentencia T-563/05 indicó: 
"En efecto, debido a la masiva, sistemática y continua vulneración de derechos fundamentales de la que son objeto, estas personas se encuentran en una especial condición de vulnerabilidad, exclusión y marginalidad, entendida la primera como aquella situación que sin ser elegida por el individuo, le impide acceder a aquellas garantías mínimas que le permiten la realización de sus derechos económicos, sociales y culturales y, en este orden, la adopción de un proyecto de vida; la segunda, como la ruptura de los vínculos que unen a una persona a su comunidad de origen; y, la tercera, como aquélla situación en la que se encuentra un individuo que hace parte de un nuevo escenario en el que no pertenece al grupo de beneficiarios directos de los intercambios regulares y del reconocimiento social. Estas dramáticas características convierten a la población desplazada en sujetos de especial protección constitucional, lo cual debe manifestarse no sólo en el diseño de una política pública de carácter especial, sino en la asignación prioritaria de recursos para su atención, incluso por encima del gasto público social”.  (Subrayas nuestras)
6.3 Solución al caso concreto 

De la información aportada al presente trámite, se advierte que los días 19 de febrero y 4 de marzo del año en curso el señor Luis Marino Montoya Rueda radicó ante la UARIV dos derechos de petición a través de los cuales solicitó: i) que se suministrara información respecto a los documentos solicitados para obtener la reparación integral por vía administrativa,  y tiempo, modo y lugar en el que procede el pago de dicho beneficio (folio 3); y ii) que se le indicara los resultados de la encuesta PAARI y las entidades llamadas a intervenir las necesidades que arrojó dicho estudio en su municipio, pues sobre el tema no se le ha brindado explicación alguna. Sin embargo, a la fecha de interposición del presente amparo (24 de marzo de 2014), dicha entidad no había dado respuesta de fondo a sus requerimientos. 
Pese a que la UARIV al escrito de impugnación anexó copia de los oficios Nro. 20147205729771 del 4 de abril de 2014 y Nro. 20147205791171 del 7 de abril de 2014 dirigidos al señor Luis Mariano Montoya Rueda (folios 34, 35, 36, 41 y 42), por medio de los cuales presuntamente se da respuesta a las solicitudes elevadas por el actor,  para esta Sala dicha situación no se encuentra plenamente acreditada, ya que si bien se anexó como prueba los memoriales dirigidos al demandante los mismos carecen del soporte necesario para establecer que efectivamente fueron remitidos mediante correo certificado a la dirección registrada por el demandante en el escrito de tutela. 
De conformidad con los lineamientos constitucionales y la jurisprudencia precedentemente relacionada, el derecho de petición debe ser protegido y garantizado tanto por las entidades públicas como por las privadas, mediante respuestas a las respectivas solicitudes elevadas, las cuales deben ser efectivas, congruentes y oportunas. 

Por ello la conducta del juez constitucional debe propender de manera ineludible a la preservación del pleno ejercicio de los derechos fundamentales y por ende está obligado a hacer uso de los mecanismos y facultades que le otorgan la Constitución y la ley, para que una vez verificada la afectación o vulneración, profiera la orden que garantice su restablecimiento efectivo. 

La ley 1437 de 2011 (código contencioso administrativo) en su artículo 5º dispuso: “Derechos de las personas. 1. Presentar peticiones en cualquiera de sus modalidades, verbalmente, o por escrito, o por cualquier otro medio idóneo y sin necesidad de apoderado, así como a obtener información y orientación acerca de los requisitos que las disposiciones vigentes exijan para tal efecto.

Las anteriores actuaciones podrán ser adelantadas o promovidas por cualquier medio tecnológico o electrónico disponible en la entidad, aún por fuera de las horas de atención al público.

2. Conocer, salvo expresa reserva legal, el estado de cualquier actuación o trámite y obtener copias, a su costa, de los respectivos documentos.

3. Salvo reserva legal, obtener información que repose en los registros y archivos públicos en los términos previstos por la Constitución y las leyes.

4. Obtener respuesta oportuna y eficaz a sus peticiones en los plazos establecidos para el efecto.

(…)”  (Subrayas nuestras)
En el artículo 14º de dicha normatividad
, reza: “Artículo  14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.

Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

1. Las peticiones de documentos deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad deberá informar de inmediato, y en todo caso antes del vencimiento del término señalado en la ley, esta circunstancia al interesado expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, el cual no podrá exceder del doble del inicialmente previsto”.

Finalmente se debe establecer que el artículo 21 Ibídem, indica que si la entidad a la cual se dirige la petición o solicitud no es la competente, informará al interesado de manera inmediata, si la misma fue elevada verbalmente, o dentro de diez días siguientes al de la recepción, si obró por escrito, y remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario. 

En el caso sub lite nos encontramos ante una de las maneras que puede adquirir la comunicación entre el accionante y las autoridades públicas, que tiene unas características peculiares que la diferencian de otras modalidades como el derecho de petición en interés general, previsto en los artículos 5, y del 13 al 31 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

Por lo expuesto, la Sala No. 3 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley 

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada por el Juzgado Primero Penal del Circuito  para Adolescentes de Pereira el 8 de de abril de 2014 dentro de la acción de tutela incoada por el señor Luis Marino Montoya Rueda. 
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

DUBERNEY GRISALES HERRERA
Magistrado 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA 

Secretario 

� Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-818-11 de 1o. de noviembre de 2011, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. El aparte tercero de la decisión expresa: 'Conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, los efectos de la anterior declaración de INEXEQUIBILIDAD quedan diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, a fin de que el Congreso expida la Ley Estatutaria correspondiente'. 
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